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Con proyecto de Ley Reglamentaria del artículo 73, Fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por el diputado Genaro José Piñeiro López, del grupo parlamentario del PST.

El C. Genaro José Piñeiro López: -Con su permiso, señor presiente: «Quienes conformamos la fracción parlamentaria del Partido del Frente Cardenista de Reconstrucción Nacional, formalmente ante usted y con base en la fracción II del artículo 71 de la carta federal, proponemos la iniciativa de ley que se contiene en este instrumento, para los fines de que sea dictaminada y discutida, teniendo como base sustentativa las consideraciones y puntos resolutivos que enseguida se insertan:

1o. Una de las causas evidentes que han generado el deterioro económico de nuestra nación es, a no dudarlo, la deuda externa, debido a que se ha convertido en un vicio económico acudir a esa vía onerosa de financiamiento para el desahogo de los deberes administrativos, constituyendo el camino más fácil para la obtención de recursos, pero de consecuencias más dañosas a la economía nacional.

Estimamos que se ha venido manejando de modo irresponsable este conducto, a extremo tal que se ha convertido el pago del servicio de los créditos externos, así como su amortización, en un obstáculo hasta ahora insalvable para el desarrollo económico del país, por lo que el Producto Interno Bruto, la renta que se produce anualmente por todos los mexicanos, va a parar con los agiotistas internacionales que han sembrado el terror económico en América entera, constituyendo esto un caso de inmisericordia y criminal explotación no ya de grupos o individuos, sino de naciones enteras.

Manejar pues los créditos de esa naturaleza en la forma en que se ha venido haciendo, evidencia no sólo falta de ética, de rectitud, de honestidad, sino de nacionalismo, de amor a la patria que tanto se pregona pero que se desvirtúa con esas acciones que progresiva e irremediablemente van empobreciendo a los nacionales e induciéndolos por consecuencia a la infelicidad, a los estados psicológicos de preocupación por las carencias, por la incertidumbre del mañana; produciendo la incredibilidad a los programas gubernamentales o proyectos que no resuelven el problema económico de las mayorías.

No es tolerable ya, a menos de que se carezca de la sensatez, de un mínimo de virilidad, de conciencia cívica, de solidaridad con el país, con los gobernados, continuar con este estado de cosas, por lo que estimamos que es nuestro deber como legisladores defender a nuestro pueblo acudiendo a medios legislativos, haciendo valer las facultades que nos otorga la Constitución general de la República, por lo que la iniciativa de ley que propondremos a esta honorable asamblea se encuentra respaldada no sólo por la penosa situación en que se ha puesto a los nacionales, cuya inmensa mayoría solamente lucha por la sobrevivencia, sin esperanza alguna a mediano plazo para obtener medios que den seguridades mayores como la creación de un patrimonio para los hijos, perspectiva que se ha alejado totalmente de sus posibilidades, sino también por el pacto federal: la Constitución que sería el verdadero pacto de la solidaridad de los mexicanos; si se nos gobernara ejemplarmente respetándola esencialmente mediante el correcto manejo de los recursos materiales, humanos y éticos que se pone en manos de quienes toman las decisiones administrativas y revierten para el bienestar general tales recursos.

2o. Es notorio que se ha venido pasando por alto lo estatuido por la fracción VIII del artículo 73 de la Constitución Federal, referente a las facultades que se confiere al Congreso mexicano, al proponerse o incluirse en la iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación emanada del Ejecutivo, las captaciones que se obtienen por medio de los empréstitos; cuando en nuestro concepto debieran ser objeto de un tratamiento por separado y desde luego muy especial, porque así se desprende de la sola interpretación gramatical o literal de la señalada fracción, por lo que el objetivo primario de esta ley es que se acate ese mandato y deje de aprobarse en la forma rutinaria que se ha venido acostumbrando esas iniciativas; vigilando acusiosamente cada crédito externo que se pretenda obtener, a efecto de que reúna en primer término las condiciones constitucionales que se requieren y, en segundo, que el mecanismo aprobatorio disponga de mayores elementos de seguridad a efecto de impedir en lo posible mayor endeudamiento, mayor pobreza, mayor corrupción, y cerrar también en lo posible otro de los medios de enriquecimiento ilícito de funcionarios.

El incumplimiento de la ley genera anarquía, conflicto, así como el consiguiente repudio, ya que siendo aquélla un elemento del orden, al trasgredirla se rompe el equilibrio en las relaciones y más aun cuando son los propios gobernantes quienes se apartan de un texto, por lo que estimamos de la máxima importancia el que se observe integralmente lo ordenado por la citada fracción VIII del artículo 73 constitucional en cuanto a que se quede a cargo del Congreso dar las bases para que el Ejecutivo concerté empréstitos, y para aprobarlos, para reconocerlos o en su caso desconocerlos, ordenar el pago o suspensión de los mismos, lo que resulta verdaderamente difícil en las actuales circunstancias, debido a que la mayoría general está propiamente bajo la égida presidencial, por lo que el país habrá de esperar una etapa democrática, de responsabilidad legislativa, de valor ciudadano, de auténtico nacionalismo de hecho y no solo verbal, para el logro de este propósito.

Pero además, dicha fracción aludida, la VIII, determina literalmente: "Ningún empréstito podrá celebrarse sino para la ejecución de obras que directamente produzcan un incremento en los ingresos públicos, salvo los que se realicen con propósito de regulación monetaria, las operaciones conversión, y los que se contraten durante alguna emergencia declarada por el Presidente de la República en los términos del artículo 29"; de lo que se sigue que el Constituyente determinó con claridad plena los objetivos o propósitos a que deben destinarse los créditos exteriores, es decir, para invertirlos a efecto de que produzcan utilidades esas inversiones, por lo que puede válidamente sostenerse que se está en un verdadero caso de excepción la obtención de esos créditos, pues las obras sociales que no reditúen beneficio alguno, sin duda serán financiadas con créditos internos.

Tales seguridades obedecen sin duda también a impedir que sea exaccionado el país con los usuarios intereses, resultando de un costo demasiado elevado las obras que se realicen con préstamos extranjeros, de ahí que debe ser cauto el gobernante para no caer en el gravísimo error del endeudamiento, pero sin duda, debido a la transitoriedad del mandato se crea esa condición psíquica de irresponsabilidad, pues los grupos que se transfieren el poder público buscan preferentemente beneficiarse ante la oportunidad que se les da y que desde luego no desaprovechan porque están propiamente desvinculadas, no forman realmente una unidad secuencial sino de tracto sucesivo.

Pugnamos pues porque se respete como corresponde el espíritu de este mandamiento constitucional, y el presidente actual así como los subsecuentes y las legislaturas, sean congruentes con esta disposición para bien de todos.

3o. Consideramos también que la deuda externa debe ser objeto de una revisión minuciosa por esta potestad legislativa por un período de 10 años anteriores a esa fecha, que es el plazo de prescripción negativa que se contempla en nuestra legislación, específicamente en el artículo 1159 del Código Civil para el Distrito Federal que es de rango nacional en tratándose de asuntos de carácter federal, para determinar si los créditos autorizados provenientes del exterior se han ajustado en su aplicación al contenido del artículo 73, fracción VIII de la Constitución ya aludido; y para ello, tanto la comisión de dictamen legislativo de Hacienda como la propia Contraloría Interna de esta Cámara y la de Senadores, determinen lo conducente con sus implicaciones de fincamiento de responsabilidad o presunción de que existe, para que quede a cargo de los tribunales igualmente federales, elucidar la misma.

Señores legisladores, no podemos continuar obsecuentes a las decisiones presidenciales en esta materia, no tiremos por la borda esta importantísima facultad que como asamblea legislativa nos entrega la Constitución, esto daña a México, está probado y reprobado que el exceso de poder corrompe en los sistemas capitalistas, no deleguemos esa parte que nos corresponde, despertemos a la razón, ordenémonos en nuestra vida pública, sirvamos efectivamente para algo y a la nación; no le tengamos miedo al Presidente, invitémosle a ser respetuoso de la ley a la que tampoco nosotros respetamos en cuanto no la hacemos valer, lo que ya de por sí nos quita toda autoridad moral para la exitativa pública; desarrollemos los valores del cumplimiento del deber, del respeto a la ley, del servicio a la comunidad, de la integridad para preservar al país de otra revuelta en contra de las instituciones legislativas, administrativas y judiciales por incompetencia, corrupción y deslealtad, no abusemos de la tolerancia y paciencia ciudadana, seamos sinceros y bien intencionados.

Debido a lo antes expuesto, nos permitimos pues someter a la consideración del Congreso Federal la siguiente:

INICIATIVA DE LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN VIII DE LA CONSTITUCIÓN

Artículo 1o. Todo empréstito que proponga el Ejecutivo Federal al Congreso de la Unión se hará fuera de la iniciativa de la Ley de Ingresos de la Federación, a efecto de que se le dé el tratamiento constitucional y reglamentario que corresponda de manera exclusiva.

Artículo 2o. El Ejecutivo al plantear la necesidad de créditos externos para cumplir con los deberes públicos, motivará y fundará sus pedimentos ajustándose invariablemente a los términos de la fracción VIII del artículo 73 de la Constitución nacional; de no reunir tales requisitos, se devolverán sin ser dictaminados.

Artículo 3o. Sólo mediante la aprobación de las tres cuartas partes de los miembros de la Cámara de Diputados y otro tanto de la de Senadores se autorizará al Ejecutivo el trámite y obtención de los créditos que se autoricen en cada caso.

Artículo 4o. Aprobados previamente los créditos internacionales, podrán ser incluidos por el Ejecutivo en el Presupuesto de Ingresos de la Federación que envíe a la Cámara de Diputados.

Artículo 5o. Se suspende el pago de los empréstitos que durante un lapso de 10 años anteriores a esta fecha no se hayan destinado a obras que de modo directo hubiesen producido un incremento en los ingresos públicos, o que no se hayan realizado con propósito de regulación monetaria o para operaciones de conversión.

Artículo 6o. Se autoriza a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados y a la Contraloría Interna de la misma, para que alleguen los elementos que sean pertinentes, para determinar aquellos créditos que no hayan reunido las condiciones previstas en el artículo anterior, por indebida aplicación de los mismos para los fines de la presentación del dictamen correspondiente en su oportunidad, a efecto de emitir el fallo que resulte.

Artículo 7o. De toda negociación de la deuda pública externa que efectúe el Ejecutivo se dará cuenta al Congreso de la Unión para los efectos de su aprobación, enmienda o rechazo.

Artículo 8o. Se ejercitarán las acciones a que hubiere lugar en contra de quien se presuma responsabilidad oficial, una vez conocidos los resultados de las investigaciones a las que se refiere la presente iniciativa y ante las autoridades jurisdiccionales competentes.

Artículo 9o. La presente iniciativa de ley estará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Respetuosamente.

Diputado Genaro José Piñeiro López, por la fracción parlamentaria del Partido del Frente Cardenista de Reconstrucción Nacional.»

El C. Presidente: -Con fundamento en el artículo 56 del Reglamento Interior del Congreso, túrnese a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la iniciativa presentada por el ciudadano diputado Genaro Piñeiro López, del Frente Cardenista.

